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CONSTITUCION ESPAÑOLA                                                                                                                                       

TÍTULO VI

Del Poder Judicial

Artículo 117

1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.

2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna
de las causas y con las garantías previstas en la ley.

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado,
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de
competencia y procedimiento que las mismas establezcan.

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La
ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de
estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.

6. Se prohíben los Tribunales de excepción.

Artículo 118

Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar
la colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto.

Artículo 119

La  justicia  será  gratuita  cuando  así  lo  disponga  la  ley  y,  en  todo  caso,  respecto  de  quienes  acrediten
insuficiencia de recursos para litigar.

Artículo 120

1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.

2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.

3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.

Artículo 121

Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.
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Artículo 122

1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados
y Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo
único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia.

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su
estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de
nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario.

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo
presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre
Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro
a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por
mayoría  de  tres  quintos  de  sus  miembros,  entre  abogados  y  otros  juristas,  todos  ellos  de  reconocida
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 123

1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.

2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial, en la forma que determine la ley.

Artículo 124

1.  El  Ministerio  Fiscal,  sin  perjuicio  de  las  funciones  encomendadas  a  otros  órganos,  tiene  por  misión
promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés
público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de
los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.

2.  El  Ministerio Fiscal  ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de
unidad  de  actuación  y  dependencia  jerárquica  y  con  sujeción,  en  todo  caso,  a  los  de  legalidad  e
imparcialidad.

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General
del Poder Judicial.

Artículo 125

Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la
institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como
en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.

Artículo 126

La policía judicial  depende de los  Jueces,  de los Tribunales y del  Ministerio Fiscal  en sus funciones de
averiguación  del  delito  y  descubrimiento  y  aseguramiento  del  delincuente,  en  los  términos  que  la  ley
establezca.
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Artículo 127

1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros
cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades
de asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales.

2.  La  ley establecerá  el  régimen de incompatibilidades de  los  miembros  del  poder  judicial,  que deberá
asegurar la total independencia de los mismos.
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Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.                                     

TÍTULO II

Del Consejo General del Poder Judicial

Artículos 107 a 148.

(Derogados)

Artículo 541 bis.
La Fiscalía Europea será responsable de investigar y ejercer la acción penal ante el órgano de enjuiciamiento
competente en primera instancia y vía de recurso contra los autores y demás partícipes en los delitos que
perjudiquen los  intereses  financieros  de  la  Unión Europea en los  que,  con  arreglo  al  Reglamento  (UE)
2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, ejerza de forma efectiva su competencia.

LIBRO VIII

Del Consejo General del Poder Judicial

TÍTULO I

De las atribuciones del Consejo General del Poder Judicial

Artículo 558.

1.  El  gobierno  del  Poder  Judicial  corresponde  al  Consejo  General  del  Poder  Judicial,  que  ejerce  sus
competencias en todo el territorio nacional de acuerdo con la Constitución y la presente Ley Orgánica.

2. El Consejo General del Poder Judicial tiene su sede en la villa de Madrid.

Artículo 559.

Los Presidentes y demás órganos de gobierno de Juzgados y Tribunales, en el ejercicio de sus funciones
gubernativas, están subordinados al Consejo General del Poder Judicial.

Artículo 560.

1. El Consejo General del Poder Judicial tiene las siguientes atribuciones:

1.ª Proponer el nombramiento, en los términos previstos por la presente Ley Orgánica, del Presidente del
Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial.

2.ª Proponer el nombramiento de Jueces, Magistrados y Magistrados del Tribunal Supremo.

3.ª Proponer el nombramiento, en los términos previstos por la presente Ley Orgánica, de dos Magistrados
del Tribunal Constitucional.
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4.ª Ser oído por el Gobierno antes del nombramiento del Fiscal General del Estado.

5.ª  Interponer  el  conflicto  de  atribuciones  entre  órganos  constitucionales  del  Estado,  en  los  términos
previstos por la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

6.ª Participar, en los términos legalmente previstos, en la selección de Jueces y Magistrados.

7.ª Resolver lo que proceda en materia de formación y perfeccionamiento, provisión de destinos, ascensos,
situaciones administrativas y régimen disciplinario de Jueces y Magistrados.

8.ª Ejercer la alta inspección de Tribunales, así como la supervisión y coordinación de la actividad inspectora
ordinaria de los Presidentes y Salas de Gobierno de los Tribunales.

9.ª Impartir instrucciones a los órganos de gobierno de Juzgados y Tribunales en materias de la competencia
de éstos, así como resolver los recursos de alzada que se interpongan contra cualesquiera acuerdos de los
mismos.

10.ª Cuidar de la publicación oficial de las sentencias y demás resoluciones que se determinen del Tribunal
Supremo y del resto de órganos judiciales.

A tal efecto el Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Administraciones competentes,
establecerá reglamentariamente el modo en que se realizará la recopilación de las sentencias, su tratamiento,
difusión y  certificación,  para  velar  por  su  integridad,  autenticidad y  acceso,  así  como para  asegurar  el
cumplimiento de la legislación en materia de protección de datos personales.

11.ª Regular la estructura y funcionamiento de la Escuela Judicial, así como nombrar a su Director y a sus
profesores.

12.ª Regular la estructura y funcionamiento del Centro de Documentación Judicial, así como nombrar a su
Director y al resto de su personal.

13.ª Nombrar al Vicepresidente del Tribunal Supremo, al Promotor de la Acción Disciplinaria y al Jefe de la
Inspección de Tribunales.

14.ª Nombrar al Director del Gabinete Técnico del Consejo General del Poder Judicial.

15.ª Regular y convocar el concurso-oposición de ingreso en el Cuerpo de Letrados del Consejo General del
Poder Judicial.

16.ª  Ejercer  la  potestad  reglamentaria,  en  el  marco  estricto  de  desarrollo  de  las  previsiones  de  la  Ley
Orgánica del Poder Judicial, en las siguientes materias:

a) Organización y funcionamiento del Consejo General del Poder Judicial.

b) Personal del Consejo General del Poder Judicial en el marco de la legislación sobre la función pública.

c) Órganos de gobierno de Juzgados y Tribunales.

d) Publicidad de las actuaciones judiciales.

e) Publicación y reutilización de las resoluciones judiciales.

f) Habilitación de días y horas, así como fijación de horas de audiencia pública.

g) Constitución de los órganos judiciales fuera de su sede.
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h) Especialización de órganos judiciales.

i) Reparto de asuntos y ponencias.

j) Régimen de guardias de los órganos jurisdiccionales.

k) Organización y gestión de la actuación de los órganos judiciales españoles en materia de cooperación
jurisdiccional interna e internacional.

l) (Suprimida)

m) Condiciones accesorias para el ejercicio de los derechos y deberes que conforman el estatuto de Jueces y
Magistrados, así como el régimen jurídico de las Asociaciones judiciales, sin que tal desarrollo reglamentario
pueda suponer innovación o alteración alguna de la regulación legal.

En ningún caso, las disposiciones reglamentarias del Consejo General del Poder Judicial podrán afectar o
regular directa o indirectamente los derechos y deberes de personas ajenas al mismo.

17.ª Elaborar y ejecutar su propio presupuesto, en los términos previstos en la presente Ley Orgánica.

18.ª Aprobar la relación de puestos de trabajo del personal funcionario a su servicio.

19ª En materia de protección de datos personales, ejercerá las funciones definidas en el artículo 236 octies.

20.ª Recibir quejas de los ciudadanos en materias relacionadas con la Administración de Justicia.

21.ª Elaborar y aprobar, conjuntamente con el Ministerio de Justicia y, en su caso, oídas las Comunidades
Autónomas cuando afectare a materias de su competencia, los sistemas de racionalización, organización y
medición de trabajo que se estimen convenientes para determinar la carga de trabajo que pueda soportar un
órgano jurisdiccional.

La determinación  de la  carga  de  trabajo  que cabe exigir,  a  efectos  disciplinarios,  al  Juez  o  Magistrado
corresponderá en exclusiva al Consejo General del Poder Judicial.

22.ª Proponer, previa justificación de la necesidad, las medidas de refuerzo que sean precisas en concretos
órganos judiciales.

23.ª Emitir informe en los expedientes de responsabilidad patrimonial por anormal funcionamiento de la
Administración de Justicia.

24.ª  La  recopilación  y  actualización  de  los  Principios  de  Ética  Judicial  y  su  divulgación,  así  como  su
promoción con otras entidades y organizaciones judiciales, nacionales o internacionales.

El asesoramiento especializado a los jueces y magistrados en materia de conflictos de intereses, así como en
las demás materias relacionadas con la integridad.

El Consejo General del Poder Judicial se asegurará de que la Comisión de Ética Judicial, que a tal efecto se
constituya, esté dotada de los recursos y medios adecuados para el cumplimiento de sus objetivos.

25.ª Aquellas otras que le atribuya la Ley Orgánica del Poder Judicial.

2. Los proyectos de reglamentos de desarrollo se someterán a informe de las asociaciones profesionales de
Jueces y Magistrados y de las corporaciones profesionales o asociaciones de otra naturaleza que tengan
reconocida  legalmente  representación  de  intereses  a  los  que  puedan  afectar.  Se  dará  intervención  a  la
Administración del Estado, por medio del Ministerio de Justicia, y a las de las Comunidades Autónomas
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siempre que una y otras tengan competencias relacionadas con el contenido del reglamento o sea necesario
coordinar  éstas  con  las  del  Consejo  General.  Se  recabarán  las  consultas  y  los  estudios  previos  que  se
consideren pertinentes y un dictamen de legalidad sobre el proyecto.

En todo caso, se elaborará un informe previo de impacto de género.

El Ministerio Fiscal será oído cuando le afecte la materia sobre la que verse el proyecto y especialmente en
los supuestos contemplados en las letras d) y f) a j) del apartado 1.16.ª de este artículo.

3. (Suprimido)

4. Cuando en el ejercicio de las atribuciones legalmente previstas en este artículo el Consejo General del
Poder Judicial adopte medidas que comporten un incremento de gasto, será preciso informe favorable de la
Administración competente que deba soportar dicho gasto.

Artículo 561.

1. Se someterán a informe del Consejo General del Poder Judicial los anteproyectos de ley y disposiciones
generales que versen sobre las siguientes materias:

1.ª Modificaciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

2.ª Determinación y modificación de las demarcaciones judiciales, así como de su capitalidad.

3.ª Fijación y modificación de la plantilla orgánica de jueces y magistrados.

4.ª Estatuto orgánico de Jueces y Magistrados.

5.ª Estatuto orgánico de los Letrados de la Administración de Justicia y del resto del personal al servicio de la
Administración de Justicia.

6.ª  Normas procesales o que afecten a aspectos jurídico-constitucionales de la tutela ante los Tribunales
ordinarios del ejercicio de derechos fundamentales.

7ª Normas que afecten a la constitución, organización, funcionamiento y gobierno de los Tribunales.

8.ª Leyes penales y normas sobre régimen penitenciario.

9.ª Cualquier otra cuestión que el Gobierno, las Cortes Generales o, en su caso, las Asambleas Legislativas de
las Comunidades Autónomas estimen oportuna.

2. El Consejo General del Poder Judicial emitirá su informe en el plazo improrrogable de treinta días. Si en la
orden de remisión se hiciere constar la urgencia del informe, el plazo será de quince días. Excepcionalmente
el  órgano remitente  podrá  conceder  la  prórroga del  plazo  atendiendo a  las  circunstancias  del  caso.  La
duración de la prórroga será de quince días, salvo en los casos en los que en la orden de remisión se hubiere
hecho constar la urgencia del informe, en cuyo caso será de diez días.

3. Cuando no hubiera sido emitido informe en los plazos previstos en el apartado anterior, se tendrá por
cumplido dicho trámite.

4. El Gobierno remitirá dicho informe a las Cortes Generales en el caso de tratarse de anteproyectos de ley.
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Artículo 562.

Todas  las  actividades  internacionales  del  Consejo  General  del  Poder  Judicial  se  llevarán  a  cabo  en
coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de acuerdo con las directrices en materia de política
exterior que, en el ejercicio de sus competencias, sean fijadas por éste, sin perjuicio de las competencias que
en materia  de  cooperación  jurisdiccional  internacional  ostenta  el  Consejo General  del  Poder  Judicial  de
acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley Orgánica.

Artículo 563.

1. El Consejo General del Poder Judicial remitirá a las Cortes Generales anualmente una Memoria sobre el
estado, funcionamiento y actividades del propio Consejo General del Poder Judicial y de los Juzgados y
Tribunales, donde se incluirán las necesidades que, a su juicio, existan en materia de personal, instalaciones
y recursos para el correcto desempeño de las funciones que la Constitución y las leyes asignan al poder
judicial.

2. En dicha Memoria se incluirán también sendos capítulos respecto a los siguientes ámbitos:

a) Actividad del Presidente y Vocales del Consejo con gasto detallado.

b) Impacto de género en el ámbito judicial.

c) Informe sobre el uso de las lenguas cooficiales en la Justicia y, en particular, por parte de los jueces y
magistrados en ejercicio de sus funciones.

3. Las Cortes Generales, de acuerdo con los Reglamentos de las Cámaras, podrán debatir el contenido de la
Memoria  y  solicitar  la  comparecencia  del  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  a  fin  de  responder  a  las
preguntas que se le formulen acerca de la referida Memoria.

4. Para contribuir a un mejor conocimiento del estado de la Justicia, con datos actualizados, anualmente el
Presidente, además de lo previsto en los apartados anteriores en relación a la memoria, comparecerá en la
Comisión de Justicia del Congreso de los Diputados para informar sobre los aspectos más relevantes del
estado de la Justicia en España, en el marco de sus competencias.

5. Excepcionalmente, el Congreso podrá solicitar informe con comparecencia ante la Comisión de Justicia de
un Vocal, por razón de las funciones que le han sido encomendadas, previa solicitud motivada, al menos, de
dos Grupos parlamentarios, y que deberá ser autorizada por la Mesa del Congreso.

Artículo 564.

Fuera de los supuestos previstos en el artículo anterior,  sobre el Presidente del Tribunal Supremo y los
Vocales del Consejo General del Poder Judicial no recaerá deber alguno de comparecer ante las Cámaras por
razón de sus funciones.

Artículo 565.

1. Para el ejercicio de las atribuciones que tiene encomendadas, el Consejo General del Poder Judicial, en
ejercicio de su autonomía como órgano constitucional, elaborará su presupuesto.

2. La elaboración y ejecución del presupuesto del Consejo General del Poder Judicial se sujetará, en todo
caso, a la legislación presupuestaria general.

Aux. Administrativo AGE 2023 8



Tema 4. El Poder Judicial. El Consejo General del Poder Judicial. El Tribunal Supremo. La organización 
judicial española.

3. El control interno del gasto del Consejo General del Poder Judicial se llevará a cabo por un funcionario
perteneciente al Cuerpo Superior de Interventores y Auditores del Estado, que dependerá funcionalmente
del Consejo General del Poder Judicial, y el control externo por el Tribunal de Cuentas.

4. El Consejo General del Poder Judicial, máximo órgano de gobierno del Poder Judicial, está vinculado por
los principios de estabilidad y sostenibilidad presupuestaria.

TÍTULO IV

De los órganos del Consejo General del Poder Judicial

Artículo 595.

1. Además de las funciones encomendadas a la Presidencia, el Consejo General del Poder Judicial ejerce sus
atribuciones en Pleno o a través de las Comisiones previstas en esta Ley Orgánica.

2. En el Consejo General del Poder Judicial existirán las siguientes Comisiones: Permanente, Disciplinaria,
De Asuntos Económicos y De Igualdad.

Artículo 596.

El Vicepresidente del Tribunal Supremo no ejercerá en el Consejo General del Poder Judicial otras funciones
que las previstas expresamente en esta Ley.
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El Poder Judicial. El Consejo General del Poder Judicial.

TÍTULO V

De los órganos técnicos y del personal del Consejo General del Poder Judicial

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 611.

1.  El  Consejo General  del  Poder Judicial  dispondrá de los órganos técnicos que sean necesarios  para el
correcto ejercicio de sus atribuciones, con el cometido de tramitar y preparar los asuntos de que hayan de
conocer el Pleno y las Comisiones.

2. En lo no previsto en la presente Ley Orgánica, el Reglamento de Organización y Funcionamiento del
Consejo General  del  Poder Judicial  determinará el  número de órganos técnicos,  así  como la  estructura,
funciones y forma de nombramiento de sus integrantes.

3. La composición y, en su caso, el número de integrantes de los distintos órganos técnicos del Consejo
General del Poder Judicial se determinará en el Reglamento de Personal del Consejo General del Poder
Judicial.

4.  En particular,  serán órganos técnicos del  Consejo General  del  Poder Judicial  la  Secretaría General,  el
Servicio de Inspección, el Gabinete Técnico, la Escuela Judicial, el Centro de Documentación Judicial y la
Oficina de Comunicación.

5.  El  Interventor  al  servicio  del  Consejo  General  del  Poder  Judicial  quedará  adscrito  a  la  Comisión
Permanente.

6.  En ningún caso se podrán crear órganos técnicos con funciones ajenas a las atribuciones del Consejo
General del Poder Judicial.

CAPÍTULO II

Los órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial en particular

Sección 1.ª La Secretaría General

Artículo 612.

1. En el Consejo General del Poder Judicial habrá una Secretaría General dirigida por el Secretario General,
nombrado entre Magistrados con al menos quince años de antigüedad en la carrera judicial u otros juristas
de reconocida competencia también con no menos de quince años de ejercicio de su profesión.

2. El Secretario General será nombrado por el Pleno, a propuesta del Presidente, y cesado libremente por el
Presidente.

3. Corresponden al Secretario General las siguientes funciones:

1.ª La dirección y coordinación de todos los órganos técnicos y del personal al servicio del Consejo General
del Poder Judicial, salvo en relación con el Gabinete de la Presidencia.
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2.ª Velar por la correcta preparación, ejecución y liquidación del presupuesto, dando cuenta de todo ello al
Presidente y al Pleno para su aprobación por éste último.

3.ª La gestión, tramitación y documentación de los actos del Consejo General del Poder Judicial.

4.ª  Las  demás funciones que le  atribuya el  Reglamento de Organización y  Funcionamiento del  Consejo
General del Poder Judicial.

4. El Secretario General asistirá a las sesiones del Pleno y de la Comisión Permanente con voz y sin voto.
Asimismo, podrá asistir, con voz y sin voto, a las demás Comisiones previstas legalmente.

Artículo 613.

1. El Secretario General será auxiliado y, en su caso, sustituido por el Vicesecretario General.

2. El Vicesecretario General será nombrado por el Pleno, a propuesta del Presidente, entre miembros del
Cuerpo de Letrados del  Consejo General  del  Poder  Judicial  que tuvieren  un mínimo de cinco  años de
servicios efectivos en el Consejo, y cesado libremente por el Presidente.

Artículo 614.

En la Secretaría General del Consejo General del Poder Judicial existirá un Servicio Central en el que se
integrará la Gerencia, así como los distintos departamentos que presten servicios comunes a los órganos del
Consejo General del Poder Judicial.

Sección 2.ª El Servicio de Inspección del Consejo General del Poder Judicial

Artículo 615.

1. El Servicio de Inspección llevará a cabo, bajo la dependencia de la Comisión Permanente, las funciones de
comprobación y control del funcionamiento de los servicios de la Administración de Justicia a las que se
refiere  el  apartado  1.8ª  del  artículo  560,  de  la  presente  Ley  Orgánica,  mediante  la  realización  de  las
actuaciones y visitas que sean acordadas por el Consejo, todo ello sin perjuicio de la competencia de los
órganos de gobierno de los Tribunales y en coordinación con éstos.

2. No obstante, la inspección del Tribunal Supremo será efectuada por el Presidente de dicho Tribunal o, en
caso de delegación de éste, por el Vicepresidente del mismo.

3. El Jefe del Servicio de Inspección será nombrado y separado en la misma forma que el Promotor de la
Acción Disciplinaria. El elegido permanecerá en situación de servicios especiales y tendrá la consideración,
durante el tiempo que permanezca en el cargo, de Magistrado de Sala del Tribunal Supremo.

4. Integrarán, además, el Servicio de Inspección el número de Magistrados y Letrados de la Administración
de Justicia que determine el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo General del Poder
Judicial.

5. Los Magistrados o Letrados de la Administración de Justicia que presten sus servicios en el Servicio de
Inspección quedarán en situación de servicios especiales.
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Sección 3.ª El Gabinete Técnico

Artículo 616.

1. El Gabinete Técnico es el órgano encargado del asesoramiento y asistencia técnico-jurídica a los órganos
del Consejo General del Poder Judicial, así como del desarrollo de la actividad administrativa necesaria para
el cumplimiento de sus funciones.

2.  Integrarán  el  Gabinete  Técnico  un  Director  de  Gabinete  y  el  número  de  Letrados  que  determine  el
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo General del Poder Judicial, así como el personal
que resulte necesario para el correcto desarrollo de sus funciones.

3. Para poder ser nombrado Director del Gabinete Técnico deberá acreditarse el desempeño efectivo de una
profesión jurídica durante al menos quince años.

Sección 4.ª La Escuela Judicial

Artículo 617.

1.  Corresponde  a  la  Escuela  Judicial  desarrollar  y  ejecutar  las  competencias  en  materia  de  selección  y
formación de los Jueces y Magistrados, de acuerdo con lo establecido en la presente Ley Orgánica y en el
Reglamento de la Escuela Judicial.

2. El nombramiento del Director de la Escuela Judicial recaerá en un Magistrado con al menos quince años
de antigüedad en la carrera judicial.

Artículo 618.

1. Los profesores de la Escuela Judicial serán seleccionados por la Comisión Permanente mediante concurso
de méritos.

2. Su nombramiento se hará por un período inicial de dos años, pudiendo luego ser renovado anualmente,
sin que en ningún caso pueda extenderse más allá de un total de diez años.

3.  Quedarán  en  situación  de  servicios  especiales  en  la  carrera  judicial  o,  en  su  caso,  en  el  cuerpo  de
funcionarios de procedencia.

4. También podrán prestarse servicios en la Escuela Judicial en régimen de contratación laboral de duración
determinada.

Sección 5.ª El Centro de Documentación Judicial

Artículo 619.

1. El Centro de Documentación Judicial es un órgano técnico del Consejo General del Poder Judicial, cuyas
funciones son la selección, la ordenación, el tratamiento, la difusión y la publicación de información jurídica
legislativa, jurisprudencial y doctrinal.

2.  Corresponde  al  Centro  de  Documentación  Judicial  colaborar  en  la  implantación  de  las  decisiones
adoptadas  por  el  Consejo  General  del  Poder  Judicial  en  materia  de  armonización  de  los  sistemas
informáticos que redunden en una mayor eficiencia de la actividad de los Juzgados y Tribunales.

3. Solo podrá ser nombrado Director del Centro de Documentación Judicial quien acredite el desempeño
efectivo de una profesión jurídica durante al menos quince años.
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Sección 6.ª La Oficina de Comunicación

Artículo 620.

1. Corresponden a la Oficina de Comunicación del Consejo General del  Poder Judicial  las funciones de
comunicación institucional.

2. La Oficina de Comunicación depende directamente del Presidente, que nombrará y cesará libremente a su
Director.

3.  El  cargo de Director de la Oficina de Comunicación deberá recaer en un profesional  con experiencia
acreditada en comunicación pública.

CAPÍTULO III

El personal del Consejo General del Poder Judicial

Artículo 621.

1.  En el  Consejo General  del  Poder Judicial  existirá un Cuerpo de Letrados.  El  ingreso en el  mismo se
realizará mediante un proceso selectivo en el que se garanticen los principios de mérito y capacidad.

2. La plantilla del Cuerpo de Letrados del Consejo General del Poder Judicial estará integrada por Letrados
de carácter permanente y Letrados de carácter temporal. El número de plazas de la plantilla de Letrados,
tanto las de carácter permanente como las de carácter temporal, se determinará reglamentariamente por el
Pleno del Consejo.

3. Los Letrados de carácter permanente, que deberán estar en posesión del título de Licenciado en Derecho o
del Título de Grado en Derecho equivalente, ingresarán mediante concurso-oposición que se adecuará a los
criterios que sean aprobados por el Pleno y publicados en el "Boletín Oficial del Estado".

4. Los Letrados de carácter temporal, que deberán ser miembros de la carrera judicial o fiscal, pertenecer al
Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia o ser funcionarios de carrera de un cuerpo incluido en
el Subgrupo A1 de las distintas Administraciones Públicas, ingresarán mediante concurso de méritos y serán
nombrados  por  un período inicial  de  dos  años,  pudiendo luego ser  renovados anualmente,  sin  que en
ningún caso pueda extenderse más allá de un total de diez años de prestación de servicios.

5. Quienes se hallen en servicio activo en el Cuerpo de Letrados del Consejo General del Poder Judicial por
ocupar una de las plazas del Cuerpo de Letrado que tenga carácter permanente, quedarán en situación de
excedencia voluntaria en cualquier otro cuerpo o carrera a que pertenezcan. Los demás Letrados al servicio
del Consejo General del Poder Judicial serán declarados en servicios especiales en su Administración de
origen.

Artículo 622.

1. Las personas que desempeñen el cargo de Vicesecretario General, Jefe del Servicio de Inspección, Director
del  Gabinete  Técnico,  Director  de  la  Escuela  Judicial,  Director  del  Centro  de  Documentación Judicial  y
Director de la Oficina de Comunicación ostentarán la denominación de Letrados Mayores.

2. El acceso a estos puestos, en cuanto Jefaturas de Servicio, se producirá con ocasión de vacante en aquéllos.

3. Estas Jefaturas de Servicio deberán ser objeto de renovación cada cinco años, correspondiendo al Pleno la
designación  de  quienes  vayan a  ocupar  dichos  puestos,  salvo  en  el  caso  del  Director  de  la  Oficina  de

Aux. Administrativo AGE 2023 13



Tema 4. El Poder Judicial. El Consejo General del Poder Judicial. El Tribunal Supremo. La organización 
judicial española.

Comunicación cuya designación corresponde al Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del
Poder Judicial.

Artículo 623.

Los Letrados del  Consejo General  del  Poder Judicial  podrán desempeñar sus funciones en los distintos
órganos del  Consejo de acuerdo con lo establecido en la presente Ley Orgánica y en el  Reglamento de
Organización y Funcionamiento del Consejo General del Poder Judicial.

Artículo 624.

En los órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial también podrán prestar servicios miembros
de las carreras judicial y fiscal, del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, del Cuerpo de
Gestión Procesal y Administrativa, del Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa y del Cuerpo de
Auxilio Judicial al servicio de la Administración de Justicia, así como funcionarios de las Administraciones
Públicas, en el número que fijen las correspondientes relaciones de puestos de trabajo.

Artículo 625.

1. La provisión de los puestos de los órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial,  salvo las
excepciones previstas en esta Ley Orgánica o, en su caso, en los Reglamentos de desarrollo de la misma, se
realizará mediante concurso de méritos.

2. Aquellos que hayan obtenido puestos de nivel superior previo concurso de méritos, serán nombrados por
el  Pleno del  Consejo General  del  Poder Judicial  por un periodo de dos años,  prorrogable por períodos
anuales con un máximo de prestación de servicios de diez años y serán declarados, en su caso, en situación
de servicios especiales en su Administración de origen.

3. Cuando se trate de la prestación de servicios en los restantes puestos de los órganos técnicos del Consejo
General del Poder Judicial, los funcionarios que los desempeñen se considerarán en servicio activo en sus
cuerpos de origen.

4. Durante el tiempo que permanezcan ocupando un puesto de trabajo en el Consejo General del Poder
Judicial, estarán sometidos al Reglamento de Personal del Consejo.

Artículo 626.

1. El Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo General del Poder Judicial podrá prever
que determinados puestos de trabajo de carácter técnico, por requerir una preparación específica y distinta
de la jurídica, sean provistos mediante concurso de méritos entre funcionarios de aquellos cuerpos que en
cada caso establezca el citado Reglamento.

2. En cualquier caso, los puestos de nivel superior en los órganos técnicos del Consejo General del Poder
Judicial sólo podrán ser ocupados por quienes ostenten la titulación requerida para pertenecer a un Cuerpo
incluido en el Subgrupo A1 de las distintas Administraciones Públicas.

Artículo 627.

1. Todos los funcionarios que presten servicio en el Consejo General del Poder Judicial se regirán por el
Reglamento de Personal del mismo y, en lo no previsto en él, por la legislación general de la función pública
estatal.
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2. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial aprobará la relación de puestos de trabajo por la que se
ordena dicho personal.

3. El resto del personal no funcionario que preste servicio en el Consejo General del Poder Judicial se regirá
por su respectivo Reglamento de Personal y, en lo no previsto en él, por la regulación de ámbito estatal que
le resulte aplicable.
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El Tribunal Supremo. 

TÍTULO IV

De la composición y atribuciones de los órganos jurisdiccionales

CAPÍTULO I

Del Tribunal Supremo

Artículo 53.

El Tribunal Supremo, con sede en la villa  de  Madrid,  es el  órgano jurisdiccional  superior  en todos los
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías Constitucionales. Tendrá jurisdicción en toda España y
ningún otro podrá tener el título de Supremo.

Artículo 54.

El Tribunal Supremo se compondrá de su Presidente, de los Presidentes de Sala y los Magistrados que
determine la ley para cada una de las Salas y, en su caso, Secciones en que las mismas puedan articularse.

Artículo 55.

El Tribunal Supremo estará integrado por las siguientes Salas:

Primera: De lo Civil.

Segunda: De lo Penal.

Tercera: De lo Contencioso-Administrativo.

Cuarta: De lo Social.

Quinta: De lo Militar, que se regirá por su legislación específica y supletoriamente por la presente Ley y por
el ordenamiento común a las demás Salas del Tribunal Supremo.

Artículo 55 bis.

Además de las competencias atribuidas a las Salas de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Supremo en los
artículos 56 y 57, dichas Salas conocerán de la tramitación y enjuiciamiento de las acciones civiles y penales,
respectivamente,  dirigidas contra la Reina consorte o el  consorte de la Reina,  la  Princesa o Príncipe de
Asturias y su consorte, así como contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su consorte.

Artículo 56.

La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo conocerá:

1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia civil que establezca la ley.

2.º De las demandas de responsabilidad civil por hechos realizados en el ejercicio de su cargo, dirigidas
contra el Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo
y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno,
Diputados  y  Senadores,  Vocales  del  Consejo  General  del  Poder  Judicial,  Magistrados  del  Tribunal
Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidentes de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y
de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo,
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Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado, Defensor
del Pueblo y Presidente y Consejeros de una Comunidad Autónoma, cuando así lo determinen su Estatuto
de Autonomía.

3.º De las demandas de responsabilidad civil dirigidas contra Magistrados de la Audiencia Nacional o de los
Tribunales Superiores de Justicia por hechos realizados en el ejercicio de sus cargos.

Artículo 57.

1. La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo conocerá:

1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la ley.

2.º  De la  instrucción  y  enjuiciamiento  de  las  causas  contra  el  Presidente  del  Gobierno,  Presidentes  del
Congreso  y  del  Senado,  Presidente  del  Tribunal  Supremo  y  del  Consejo  General  del  Poder  Judicial,
Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo
General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de
la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General
del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Fiscal Europeo, Presidente y Consejeros del Tribunal de
Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado y Defensor del Pueblo, así como de las causas que,
en su caso, determinen los Estatutos de Autonomía.

3.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra Magistrados de la Audiencia Nacional, de un
Tribunal Superior de Justicia o de los Fiscales europeos delegados.

4.º De los demás asuntos que le atribuya esta Ley.

5.º De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

2. En las causas a que se refieren los números segundo y tercero del párrafo anterior se designará de entre los
miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor, que no formará parte de la misma
para enjuiciarlas.

3. En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, contra las personas a las que se refieren los
números 2.º  y  3.º  del  apartado 1,  se designará  de entre  los  miembros de  la Sala,  conforme a un turno
preestablecido, un Juez de garantías, que no formará parte de la misma para enjuiciarlas.

Artículo 58.

La Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo conocerá:

Primero. En única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra actos y disposiciones del
Consejo de Ministros, de las Comisiones Delegadas del Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial y
contra los actos y disposiciones de los órganos competentes del Congreso de los Diputados y del Senado, del
Tribunal Constitucional, del Tribunal de Cuentas y del Defensor del Pueblo en los términos y materias que la
Ley establezca y de aquellos otros recursos que excepcionalmente le atribuya la ley.

Segundo. De los recursos de casación y revisión en los términos que establezca la ley.

Tercero. De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la disposición adicional quinta de la
Ley Orgánica 3/2018,  de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos
digitales, cuando tal solicitud sea formulada por el Consejo General del Poder Judicial.
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Cuarto. De la solicitud del Gobierno prevista en el artículo cuarto de la Ley 11/2022, de 28 de junio, General
de Telecomunicaciones, para la convalidación o revocación de los acuerdos de asunción o intervención de la
gestión directa del servicio o los de intervención o explotación de redes.

Artículo 59.

La  Sala  de  lo  Social  del  Tribunal  Supremo  conocerá  de  los  recursos  de  casación  y  revisión  y  otros
extraordinarios que establezca la ley en materias propias de este orden jurisdiccional.

Artículo 60.

1. Conocerá además cada una de las Salas del Tribunal Supremo de las recusaciones que se interpusieren
contra los Magistrados que las compongan, y de las cuestiones de competencia entre Juzgados o Tribunales
del propio orden jurisdiccional que no tengan otro superior común.

2. A estos efectos, los Magistrados recusados no formarán parte de la Sala.

Artículo 61.

1. Una Sala formada por el Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el Magistrado más
antiguo y el más moderno de cada una de ellas conocerá:

1.º De los recursos de revisión contra las sentencias dictadas en única instancia por la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de dicho Tribunal.

2.º De los incidentes de recusación del Presidente del Tribunal Supremo, o de los Presidentes de Sala, o de
más de dos  Magistrados  de  una Sala.  En este  caso,  los  afectados  directamente  por la  recusación serán
sustituidos por quienes corresponda.

3.º De las demandas de responsabilidad civil que se dirijan contra los Presidentes de Sala o contra todos o la
mayor parte de los Magistrados de una Sala de dicho Tribunal por hechos realizados en el ejercicio de su
cargo.

4.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra los Presidentes de Sala o contra los Magistrados de
una Sala, cuando sean Juzgados todos o la mayor parte de los que la constituyen.

5.º Del conocimiento de las pretensiones de declaración de error judicial cuando éste se impute a una Sala
del Tribunal Supremo.

6.º De los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos políticos, conforme
a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.

2. En las causas a que se refiere el número 4 del apartado anterior se designará de entre los miembros de la
Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor que no formará parte de la misma para enjuiciarlos.

En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los miembros de la Sala,
conforme  a  un  turno  preestablecido,  un  Juez  de  garantías  que  no  formará  parte  de  la  misma  para
enjuiciarlas.

3.  Una  Sección,  formada  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  el  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-
administrativo y cinco Magistrados de esta misma Sala,  que serán los  dos más antiguos y los  tres más
modernos,  conocerá  del  recurso  de casación para  la  unificación de doctrina cuando la  contradicción se
produzca entre sentencias dictadas en única instancia por Secciones distintas de dicha Sala.
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Artículo 61 bis.

1.  Al  servicio del  Tribunal Supremo existirá  un Gabinete  Técnico,  que asistirá a  la  Presidencia  y a sus
diferentes Salas en los procesos de admisión de los asuntos de que conozcan y mediante la elaboración de
estudios e informes que se le soliciten. También prestará apoyo a las Salas especiales en el despacho de
asuntos que les estén atribuidos.

2. El Gabinete Técnico estará integrado por un Director y por miembros de la Carrera judicial y otros juristas
que ostentarán la denominación de Letrados del Gabinete Técnico.

3.  A los  efectos  anteriores,  en el  Gabinete  Técnico  existirán  tantas  áreas  como órdenes  jurisdiccionales.
Dentro de cada área podrá existir una sección de Admisión y otra sección de Estudios e Informes. En la Sala
Quinta de lo Militar podrá haber un Letrado del Gabinete Técnico.

Los Letrados prestarán sus servicios en las diferentes áreas atendiendo a su especialización profesional.

4. En cada una de las áreas habrá uno o varios Letrados del Gabinete Técnico que asuman funciones de
coordinación  de  los  miembros  del  Gabinete  que  formen  parte  de  la  misma.  Serán  designados  por  el
Presidente  del  Tribunal  Supremo,  preferentemente  de  entre  los  Letrados  que  pertenezcan a  la  Carrera
Judicial, y deberán tener una antigüedad mínima de diez años en el ejercicio de su respectiva profesión.

5. El Ministerio de Justicia, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo y previo informe del Consejo
General del Poder Judicial e informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas,
determinará la composición y plantilla del Gabinete Técnico.

Excepcionalmente, por razones coyunturales y debidamente justificadas, a propuesta del Consejo General
del Poder Judicial y oída la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, podrá el Ministerio de Justicia adscribir
temporalmente, con el límite máximo de un año, un número adicional de miembros al servicio del Gabinete
Técnico.

Artículo 61 ter.

La superior dirección del Gabinete Técnico será ejercida por el Presidente del Tribunal Supremo o, en caso
de delegación de éste, por el Vicepresidente del Tribunal Supremo.

Artículo 61 quáter.

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial nombrará al Director del Gabinete Técnico, a propuesta
vinculante del Presidente del Tribunal Supremo, debiendo acreditar los requisitos legalmente exigidos para
poder acceder a la categoría de Magistrado del Tribunal Supremo, teniendo dicha consideración, a efectos
representativos, mientras desempeñe el cargo.

2. Los Letrados que hayan de prestar servicio en el Gabinete Técnico serán seleccionados mediante concurso
de méritos, estableciéndose en el anuncio de la convocatoria los criterios de selección.

Los Letrados que no pertenezcan a la  Carrera Judicial  o Fiscal  deberán ser funcionarios del  Cuerpo de
Letrados  de  la  Administración  de  Justicia  o  funcionarios  de  las  Administraciones  Públicas  u  órganos
constitucionales, con titulación en Derecho, pertenecientes a Cuerpos del Subgrupo A1 o asimilados.

La Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial realizará la convocatoria a propuesta del
Presidente del Tribunal Supremo, quien oirá previamente, a los efectos de fijar los criterios de selección, a la
Sala de Gobierno de dicho Tribunal.
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3. El Presidente del Tribunal Supremo, oídos los Presidentes de Sala y el Director del Gabinete Técnico,
someterá a la  Sala de Gobierno,  para su aprobación,  la  propuesta de candidatos  a  cubrir  las  plazas  de
Letrado del Gabinete Técnico.

4. El Presidente del Tribunal Supremo elevará al Pleno del Consejo General del Poder Judicial la propuesta
de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, para que proceda al nombramiento de quienes vayan a ocupar
las plazas de Letrado del Gabinete Técnico.

Artículo 61 quinquies.

1. Los Letrados que fueren seleccionados serán nombrados por un año. Una vez cumplido ese plazo, el
Presidente del Tribunal Supremo, oídos el Presidente de Sala respectivo y el Director del Gabinete Técnico,
propondrá, en su caso, la prórroga en la plaza, de conformidad con el procedimiento establecido para el
nombramiento  inicial.  Los  Letrados  podrán  ser  prorrogados  por  sucesivos  periodos  de  tres  años.  Sin
perjuicio  de  lo  anterior,  los  Letrados  podrán  ser  cesados  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  por
incumplimiento grave de los deberes de su función.

2. El Director del Gabinete Técnico y los Letrados serán declarados en situación administrativa de servicios
especiales en la Carrera o Cuerpo de procedencia.

3. A los efectos del cómputo de la antigüedad en la Carrera Judicial, a los Jueces o Magistrados que ocupen
plaza  de  Letrado  en  el  Gabinete  Técnico  se  les  tendrán  en  cuenta  los  servicios  prestados  en  el  orden
jurisdiccional correspondiente al área del Gabinete Técnico en que estuvieran adscritos.

Esta previsión será también de aplicación a los efectos del cómputo de la antigüedad en el Cuerpo a los
Letrados de la Administración de Justicia que ocupen plaza de Letrado en el Gabinete Técnico.

Artículo 61 sexies.

La  Sala  de  Gobierno,  a  propuesta  del  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  aprobará  las  normas  de
funcionamiento del Gabinete Técnico.

Aux. Administrativo AGE 2023 20



Tema 4. El Poder Judicial. El Consejo General del Poder Judicial. El Tribunal Supremo. La organización 
judicial española.

 La organización judicial española.

LIBRO I

DE LA EXTENSIÓN Y LÍMITES DE LA JURISDICCIÓN Y DE LA PLANTA Y ORGANIZACIÓN DE
LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES

TÍTULO I

De la extensión y límites de la jurisdicción

Artículo 21.

1. Los Tribunales civiles españoles conocerán de las pretensiones que se susciten en territorio español con
arreglo a lo  establecido en los tratados y convenios internacionales en los  que España sea parte,  en las
normas de la Unión Europea y en las leyes españolas.

2.  No obstante, no conocerán de las pretensiones formuladas respecto de sujetos o bienes que gocen de
inmunidad de  jurisdicción  y  de  ejecución  de conformidad con la  legislación  española  y  las  normas  de
Derecho Internacional Público.

Artículo 22.

Con  carácter  exclusivo,  los  Tribunales  españoles  serán  competentes  en  todo  caso  y  con  preferencia  de
cualquier otro, para conocer de las pretensiones relativas a las siguientes materias:

a) Derechos reales y arrendamientos de bienes inmuebles que se hallen en España. No obstante, en materia
de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles celebrados para un uso particular durante un plazo
máximo de seis meses consecutivos, serán igualmente competentes los órganos jurisdiccionales españoles si
el demandado estuviera domiciliado en España, siempre que el arrendatario sea una persona física y que
éste y el propietario estén domiciliados en el mismo Estado.

b) Constitución, validez, nulidad o disolución de sociedades o personas jurídicas que tengan su domicilio en
territorio español, así como respecto de los acuerdos y decisiones de sus órganos.

c) Validez o nulidad de las inscripciones practicadas en un registro español.

d) Inscripciones o validez de patentes, marcas, diseños o dibujos y modelos y otros derechos sometidos a
depósito o registro, cuando se hubiera solicitado o efectuado en España el depósito o el registro.

e) Reconocimiento y ejecución en territorio español de sentencias y demás resoluciones judiciales, decisiones
arbitrales y acuerdos de mediación dictados en el extranjero.

Artículo 22 bis.

1.  En  aquellas  materias  en  que  una  norma  expresamente  lo  permita,  los  Tribunales  españoles  serán
competentes cuando las partes, con independencia de su domicilio, se hayan sometido expresa o tácitamente
a ellos.  No surtirán efectos los acuerdos que atribuyan la competencia a los Tribunales españoles ni las
estipulaciones  similares  incluidas  en  un  contrato  si  son  contrarios  a  lo  establecido  en  los  artículos 22
quáter, 22 quinquies, 22 sexies y 22 septies, o si excluyen la competencia de los órganos judiciales españoles
exclusivamente competentes conforme lo establecido en el artículo 22, en cuyo caso se estará a lo establecido
en dichos preceptos.
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La sumisión a los Tribunales españoles en las materias contempladas en las letras d) y e) del artículo  22
quinquies sólo será válida si se fundamenta en un acuerdo de sumisión posterior a que surja la controversia,
o ambos contratantes tuvieran ya su domicilio o residencia habitual en España en el momento de celebración
del contrato o el demandante fuera el consumidor, asegurado o tomador del seguro.

2. Se entenderá por acuerdo de sumisión expresa aquel pacto por el cual las partes deciden atribuir a los
Tribunales españoles el conocimiento de ciertas o todas las controversias que hayan surgido o puedan surgir
entre  ellas  respecto  de  una determinada relación  jurídica,  contractual  o  no contractual.  La  competencia
establecida por sumisión expresa se extenderá a la propia validez del acuerdo de sumisión.

El acuerdo de sumisión expresa deberá constar por escrito, en una cláusula incluida en un contrato o en un
acuerdo independiente, o verbalmente con confirmación escrita, así como en alguna forma que se ajuste a los
hábitos que las partes tengan establecidos entre ellas, o en el comercio internacional sea conforme a los usos
que  las  partes  conozcan  o  deban  conocer  y  que,  en  dicho  comercio,  sean  ampliamente  conocidos  y
regularmente observados por las partes en los contratos del mismo tipo en el sector comercial considerado.
Se  entenderá  que  media  acuerdo  escrito  cuando  resulte  de  una  transmisión  efectuada  por  medios
electrónicos que proporcione un registro duradero.

Se considerará igualmente que hay acuerdo escrito cuando esté consignado en un intercambio de escritos de
demanda y contestación dentro del proceso iniciado en España, en los cuales la existencia del acuerdo sea
afirmada por una parte y no negada por la otra.

3.  Con  independencia  de  los  casos  en  los  que  su  competencia  resulte  de  otras  disposiciones,  serán
competentes los Tribunales españoles cuando comparezca ante ellos el demandado. Esta regla no será de
aplicación si la comparecencia tiene por objeto impugnar la competencia.

Artículo 22 ter.

1. En materias distintas a las contempladas en los artículos 22, 22 sexies y 22 septies y si no mediare sumisión
a los Tribunales españoles de conformidad con el artículo 22 bis, éstos resultarán competentes cuando el
demandado tenga su domicilio en España o cuando así  venga determinado por cualquiera de los foros
establecidos en los artículos 22 quáter y 22 quinquies.

2. Se entenderá, a los efectos de este artículo, que una persona física está domiciliada en España cuando
tenga en ella su residencia habitual.

Se entenderá que una persona jurídica está domiciliada en España cuando radique en ella su sede social, su
centro de administración o administración central o su centro de actividad principal.

3. En caso de pluralidad de demandados, serán competentes los Tribunales españoles cuando al menos uno
de ellos tenga su domicilio en España, siempre que se ejercite una sola acción o varias entre las que exista un
nexo por razón del título o causa de pedir que aconsejen su acumulación.

4. No obstante, la competencia establecida conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo podrá ser
excluida  mediante  un  acuerdo  de  elección  de  foro  a  favor  de  un  Tribunal  extranjero.  En  tal  caso,  los
Tribunales suspenderán el procedimiento y sólo podrán conocer de la pretensión deducida en el supuesto de
que los Tribunales extranjeros designados hubieren declinado su competencia.

5. No tendrá efecto la exclusión de la competencia de los Tribunales españoles en aquellas materias en que
no cabe sumisión a ellos.
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Artículo 22 quáter.

En defecto de los criterios anteriores, los Tribunales españoles serán competentes:

a) En materia de declaración de ausencia o fallecimiento, cuando el desaparecido hubiera tenido su último
domicilio en territorio español o tuviera nacionalidad española.

b) En materia relacionada con la capacidad de las personas y las medidas de protección de las personas
mayores de edad o de sus bienes, cuando estos tuviesen su residencia habitual en España.

c) En materia de relaciones personales y patrimoniales entre cónyuges, nulidad matrimonial, separación y
divorcio y sus modificaciones,  siempre que ningún otro Tribunal extranjero tenga competencia,  cuando
ambos cónyuges posean residencia habitual en España al tiempo de la interposición de la demanda o cuando
hayan tenido en España su última residencia habitual y uno de ellos resida allí, o cuando España sea la
residencia habitual del demandado, o, en caso de demanda de mutuo acuerdo, cuando en España resida uno
de los cónyuges, o cuando el demandante lleve al menos un año de residencia habitual en España desde la
interposición de la demanda, o cuando el demandante sea español y tenga su residencia habitual en España
al menos seis meses antes de la interposición de la demanda, así  como cuando ambos cónyuges tengan
nacionalidad española.

d)  En  materia  de  filiación  y  de  relaciones  paterno-filiales,  protección de menores  y  de  responsabilidad
parental, cuando el hijo o menor tenga su residencia habitual en España al tiempo de la interposición de la
demanda o el demandante sea español o resida habitualmente en España o, en todo caso, al menos desde
seis meses antes de la presentación de la demanda.

e) En materia de adopción, en los supuestos regulados en la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de adopción
internacional.

f) En materia de alimentos, cuando el acreedor o el demandado de los mismos tenga su residencia habitual
en España o, si la pretensión de alimentos se formula como accesoria a una cuestión sobre el estado civil o de
una acción de responsabilidad parental, cuando los Tribunales españoles fuesen competentes para conocer
de esta última acción.

g) En materia de sucesiones, cuando el causante hubiera tenido su última residencia habitual en España o
cuando los bienes se encuentren en España y el causante fuera español en el momento del fallecimiento.
También serán competentes cuando las partes se hubieran sometido a los Tribunales españoles, siempre que
fuera aplicable la ley española a la sucesión. Cuando ninguna jurisdicción extranjera sea competente, los
Tribunales españoles lo serán respecto de los bienes de la sucesión que se encuentren en España.

Artículo 22 quinquies.

Asimismo, en defecto de sumisión expresa o tácita y aunque el demandado no tuviera su domicilio en
España, los Tribunales españoles serán competentes:

a) En materia de obligaciones contractuales, cuando la obligación objeto de la demanda se haya cumplido o
deba cumplirse en España.

b) En materia de obligaciones extracontractuales, cuando el hecho dañoso se haya producido en territorio
español.

c) En las acciones relativas a la explotación de una sucursal, agencia o establecimiento mercantil, cuando éste
se encuentre en territorio español.
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d)  En  materia  de  contratos  celebrados  por  consumidores,  estos  podrán  litigar  en  España  si  tienen  su
residencia habitual en territorio español o si lo tuviera la otra parte contratante; esta última solo podrá litigar
en España si el consumidor tiene su residencia habitual en territorio español.

e) En materia de seguros, cuando el asegurado, tomador o beneficiario del seguro tuviera su domicilio en
España; también podrá el asegurador ser demandado ante los Tribunales españoles si el hecho dañoso se
produjere en territorio español y se tratara de un contrato de seguro de responsabilidad o de seguro relativo
a  inmuebles,  o,  tratándose  de  un  seguro  de  responsabilidad  civil,  si  los  Tribunales  españoles  fueran
competentes para conocer de la acción entablada por el perjudicado contra el asegurado en virtud de lo
dispuesto en la letra b) de este artículo.

f)  En las acciones relativas a derechos reales sobre bienes muebles,  si  estos se encontraren en territorio
español al tiempo de la interposición de la demanda.

Respecto a los supuestos previstos en las letras d) y e) también serán competentes los Tribunales españoles
cuando el consumidor, asegurado o tomador del seguro sea demandante y las partes hayan acordado la
sumisión a los Tribunales españoles después de surgir la controversia, o ambos contratantes tuvieran ya su
domicilio  en España en el  momento de celebración del  contrato o el  demandante fuera el  consumidor,
asegurado o tomador del seguro.

Artículo 22 sexies.

Los  Tribunales  españoles  serán  competentes  cuando  se  trate  de  adoptar  medidas  provisionales  o  de
aseguramiento respecto  de personas o bienes que se  hallen en territorio  español y deban cumplirse en
España. Serán también competentes para adoptar estas medidas si lo son para conocer del asunto principal.

Artículo 22 septies.

En materia concursal  y demás procedimientos de insolvencia se estará a lo  que disponga su legislación
reguladora.

Artículo 22 octies.

1.  No serán  competentes  los  Tribunales  españoles  en  aquellos  casos  en  que  los  fueros  de  competencia
previstos en las leyes españolas no contemplen dicha competencia.

2. Los Tribunales españoles apreciarán, de oficio o a instancia de parte, su competencia de conformidad con
las normas vigentes y las circunstancias concurrentes en el momento de presentación de la demanda, y el
proceso se sustanciará hasta su conclusión aunque dichas normas o circunstancias hayan sido modificadas
con posterioridad, salvo que expresamente se determine lo contrario.

3.  Los Tribunales españoles se declararán incompetentes si su competencia no estuviera fundada en las
disposiciones de las leyes españolas, de conformidad con lo previsto en las leyes procesales.

Los  Tribunales  españoles  no  podrán abstenerse  o declinar  su competencia  cuando el  supuesto litigioso
presente vinculación con España y los Tribunales de los distintos Estados conectados con el supuesto hayan
declinado su competencia. Tampoco lo podrán hacer cuando se trate del reconocimiento y la ejecución de
resoluciones  judiciales,  decisiones  arbitrales  y  acuerdos  de  mediación  dictados  por  los  Tribunales
extranjeros.
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Artículo 22 nonies.

Las excepciones de litispendencia y de conexidad internacionales se alegarán y tramitarán con arreglo a las
normas generales que regulen las leyes procesales.

Artículo 23.

1. En el orden penal corresponderá a la jurisdicción española el conocimiento de las causas por delitos y
faltas cometidos en territorio español o cometidos a bordo de buques o aeronaves españoles, sin perjuicio de
lo previsto en los tratados internacionales en los que España sea parte.

2. También conocerá la jurisdicción española de los delitos que hayan sido cometidos fuera del territorio
nacional,  siempre  que  los  criminalmente  responsables  fueren  españoles  o  extranjeros  que  hubieran
adquirido la nacionalidad española con posterioridad a la comisión del hecho y concurrieren los siguientes
requisitos:

a) Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución, salvo que, en virtud de un Tratado internacional o de
un acto normativo de una Organización internacional de la que España sea parte, no resulte necesario dicho
requisito, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados siguientes.

b) Que el agraviado o el Ministerio Fiscal interpongan querella ante los tribunales españoles. Este requisito
se considerará cumplido en relación con los delitos competencia de la Fiscalía Europea cuando esta ejercite
efectivamente su competencia.

c) Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, en este último caso, no
haya cumplido la condena.  Si  sólo la  hubiere cumplido en parte,  se  le  tendrá en cuenta  para  rebajarle
proporcionalmente la que le corresponda.

3. Conocerá la jurisdicción española de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio
nacional cuando sean susceptibles de tipificarse, según la ley penal española, como alguno de los siguientes
delitos:

a) De traición y contra la paz o la independencia del Estado.

b) Contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor o el Regente.

c) Rebelión y sedición.

d) Falsificación de la firma o estampilla reales, del sello del Estado, de las firmas de los Ministros y de los
sellos públicos u oficiales.

e) Falsificación de moneda española y su expedición.

f) Cualquier otra falsificación que perjudique directamente al crédito o intereses del Estado, e introducción o
expedición de lo falsificado.

g) Atentado contra autoridades o funcionarios públicos españoles.

h) Los perpetrados en el  ejercicio de sus funciones por funcionarios públicos españoles residentes en el
extranjero y los delitos contra la Administración Pública española.

i) Los relativos al control de cambios.
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4. Igualmente, será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos cometidos por españoles
o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de tipificarse, según la ley española, como alguno de
los siguientes delitos cuando se cumplan las condiciones expresadas:

a)  Genocidio,  lesa  humanidad o  contra  las  personas  y  bienes  protegidos  en  caso  de  conflicto  armado,
siempre que el  procedimiento  se  dirija  contra  un español  o  contra  un ciudadano extranjero  que resida
habitualmente en España, o contra un extranjero que se encontrara en España y cuya extradición hubiera
sido denegada por las autoridades españolas.

b) Delitos de tortura y contra la integridad moral de los artículos 174 a 177 del Código Penal, cuando:

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o,

2.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos y la persona a la que
se impute la comisión del delito se encuentre en territorio español.

c) Delitos de desaparición forzada incluidos en la Convención internacional para la protección de todas las
personas contra las desapariciones forzadas, hecha en Nueva York el 20 de diciembre de 2006, cuando:

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o,

2.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos y la persona a la que
se impute la comisión del delito se encuentre en territorio español.

d) Delitos de piratería, terrorismo, tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas,
trata de seres humanos, contra los derechos de los ciudadanos extranjeros y delitos contra la seguridad de la
navegación marítima que se cometan en los espacios marinos, en los supuestos previstos en los tratados
ratificados por España o en actos normativos de una Organización Internacional de la que España sea parte.

e) Terrorismo, siempre que concurra alguno de los siguientes supuestos:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;

2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente o se encuentre en España o, sin
reunir esos requisitos, colabore con un español, o con un extranjero que resida o se encuentre en España,
para la comisión de un delito de terrorismo;

3.º el delito se haya cometido por cuenta de una persona jurídica con domicilio en España;

4.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos;

5.º  el  delito haya sido cometido para influir o condicionar de un modo ilícito la  actuación de cualquier
Autoridad española;

6.º el delito haya sido cometido contra una institución u organismo de la Unión Europea que tenga su sede
en España;

7.º el delito haya sido cometido contra un buque o aeronave con pabellón español; o,

8.º  el  delito  se  haya  cometido  contra  instalaciones  oficiales  españolas,  incluyendo  sus  embajadas  y
consulados.

A estos efectos, se entiende por instalación oficial española cualquier instalación permanente o temporal en
la que desarrollen sus funciones públicas autoridades o funcionarios públicos españoles.
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f) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, hecho en
La Haya el 16 de diciembre de 1970, siempre que:

1.º el delito haya sido cometido por un ciudadano español; o,

2.º el delito se haya cometido contra una aeronave que navegue bajo pabellón español.

g) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación
civil, hecho en Montreal el 23 de septiembre de 1971, y en su Protocolo complementario hecho en Montreal el
24 de febrero de 1988, en los supuestos autorizados por el mismo.

h) Los delitos contenidos en el Convenio sobre la protección física de materiales nucleares hecho en Viena y
Nueva York el 3 de marzo de 1980, siempre que el delito se haya cometido por un ciudadano español.

i) Tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, siempre que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o,

2.º cuando se trate de la realización de actos de ejecución de uno de estos delitos o de constitución de un
grupo u organización criminal con miras a su comisión en territorio español.

j) Delitos de constitución, financiación o integración en grupo u organización criminal o delitos cometidos en
el seno de los mismos, siempre que se trate de grupos u organizaciones que actúen con miras a la comisión
en España de un delito que esté castigado con una pena máxima igual o superior a tres años de prisión.

k) Delitos contra la libertad e indemnidad sexual cometidos sobre víctimas menores de edad, siempre que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;

2.º el procedimiento se dirija contra ciudadano extranjero que resida habitualmente en España;

3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos o cualquier otra
clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o domicilio social en España; o,

4.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de los hechos, tuviera
nacionalidad española o residencia habitual en España.

l) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 11 de mayo de 2011 sobre prevención y lucha
contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, siempre que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;

2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente en España; o,

3.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de los hechos, tuviera
nacionalidad  española  o  residencia  habitual  en  España,  siempre  que  la  persona  a  la  que  se  impute  la
comisión del hecho delictivo se encuentre en España.

m) Trata de seres humanos, siempre que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;

2.º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente en España;

3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos o cualquier otra
clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o domicilio social en España; o,
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4.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de los hechos, tuviera
nacionalidad  española  o  residencia  habitual  en  España,  siempre  que  la  persona  a  la  que  se  impute  la
comisión del hecho delictivo se encuentre en España.

n) Delitos de corrupción entre particulares o en las transacciones económicas internacionales, siempre que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;

2.º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente en España;

3.º el delito hubiera sido cometido por el directivo, administrador, empleado o colaborador de una empresa
mercantil, o de una sociedad, asociación, fundación u organización que tenga su sede o domicilio social en
España; o,

4.º el delito hubiera sido cometido por una persona jurídica, empresa, organización, grupos o cualquier otra
clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o domicilio social en España.

o) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 28 de octubre de 2011, sobre falsificación de
productos médicos y delitos que supongan una amenaza para la salud pública, cuando:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;

2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente en España;

3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos o cualquier otra
clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o domicilio social en España;

4.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos; o,

5.º el delito se haya cometido contra una persona que tuviera residencia habitual en España en el momento
de comisión de los hechos.

p) Cualquier otro delito cuya persecución se imponga con carácter obligatorio por un Tratado vigente para
España o por otros actos normativos de una Organización Internacional de la que España sea miembro, en
los supuestos y condiciones que se determine en los mismos.

Asimismo, la jurisdicción española será también competente para conocer de los delitos anteriores cometidos
fuera del territorio nacional por ciudadanos extranjeros que se encontraran en España y cuya extradición
hubiera sido denegada por las autoridades españolas, siempre que así lo imponga un Tratado vigente para
España.

5. Los delitos a los que se refiere el apartado anterior no serán perseguibles en España en los siguientes
supuestos:

a)  Cuando  se  haya  iniciado  un  procedimiento  para  su  investigación  y  enjuiciamiento  en  un  Tribunal
Internacional constituido conforme a los Tratados y Convenios en que España fuera parte.

b) Cuando se haya iniciado un procedimiento para su investigación y enjuiciamiento en el Estado del lugar
en que se hubieran cometido los hechos o en el Estado de nacionalidad de la persona a que se impute su
comisión, siempre que:

1.º la persona a la que se impute la comisión del hecho no se encontrara en territorio español; o,
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2.º se hubiera iniciado un procedimiento para su extradición al país del lugar en que se hubieran cometido
los  hechos  o  de  cuya  nacionalidad  fueran  las  víctimas,  o  para  ponerlo  a  disposición  de  un  Tribunal
Internacional para que fuera juzgado por los mismos, salvo que la extradición no fuera autorizada.

Lo dispuesto en este apartado b) no será de aplicación cuando el Estado que ejerza su jurisdicción no esté
dispuesto a llevar a cabo la investigación o no pueda realmente hacerlo, y así se valore por la Sala 2.ª del
Tribunal Supremo, a la que elevará exposición razonada el Juez o Tribunal.

A fin de determinar si hay o no disposición a actuar en un asunto determinado, se examinará, teniendo en
cuenta los principios de un proceso con las debidas garantías reconocidos por el Derecho Internacional, si se
da una o varias de las siguientes circunstancias, según el caso:

a) Que el juicio ya haya estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido adoptada con el
propósito de sustraer a la persona de que se trate de su responsabilidad penal.

b) Que haya habido una demora injustificada en el juicio que, dadas las circunstancias, sea incompatible con
la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la justicia.

c) Que el proceso no haya sido o no esté siendo sustanciado de manera independiente o imparcial y haya
sido o esté siendo sustanciado de forma en que, dadas las circunstancias, sea incompatible con la intención
de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la justicia.

A fin de determinar la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, se examinará si el
Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración nacional de justicia o al hecho de que carece
de ella, no puede hacer comparecer al acusado, no dispone de las pruebas y los testimonios necesarios o no
está por otras razones en condiciones de llevar a cabo el juicio.

6.  Los delitos  a los  que se  refieren los  apartados 3 y 4 solamente serán perseguibles  en España previa
interposición de querella por el agraviado o por el Ministerio Fiscal.

Artículo 24.

En el orden contencioso-administrativo será competente, en todo caso, la jurisdicción española cuando la
pretensión que se deduzca se refiera a disposiciones de carácter general o a actos de las Administraciones
Públicas españolas. Asimismo conocerá de las que se deduzcan en relación con actos de los poderes públicos
españoles, de acuerdo con lo que dispongan las leyes.

Artículo 25.

En el orden social, los Juzgados y Tribunales españoles serán competentes:

1.º En materia de derechos y obligaciones derivados de contrato de trabajo, cuando los servicios se hayan
prestado en España o el contrato se haya celebrado en territorio español; cuando el demandado tenga su
domicilio  en  territorio  español  o  una  agencia,  sucursal,  delegación  o  cualquier  otra  representación  en
España; cuando el trabajador y el empresario tengan nacionalidad española, cualquiera que sea el lugar de
prestación de los servicios o de celebración del contrato; y, además, en el caso de contrato de embarque, si el
contrato fue precedido de oferta recibida en España por trabajador español.

2.º En materia de control de legalidad de los convenios colectivos de trabajo celebrados en España y de
pretensiones derivadas de conflictos colectivos de trabajo promovidos en territorio español.
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3.º En materia de pretensiones de Seguridad Social frente a entidades españolas o que tengan domicilio,
agencia, delegación o cualquier otra representación en España.

TÍTULO II

De la planta y organización territorial

CAPÍTULO I

De los Juzgados y Tribunales

Artículo 26.

El ejercicio de la potestad jurisdiccional se atribuye a los siguientes juzgados y Tribunales:

Juzgados de Paz.

Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de Violencia sobre la Mujer, de lo Penal, de lo
Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Menores y de Vigilancia Penitenciaria.

Audiencias Provinciales.

Tribunales Superiores de Justicia.

Audiencia Nacional.

Tribunal Supremo.

Artículo 27.

1. En las Salas de los Tribunales en las que existan dos o más Secciones, se designarán por numeración
ordinal.

2. En las poblaciones en que existan dos o más Juzgados del mismo orden jurisdiccional y de la misma clase,
se designarán por numeración cardinal.

Artículo 28.

(Derogado)

Artículo 29.

1. La planta de los juzgados y tribunales se establecerá por ley. Será revisada, al menos, cada cinco años,
previo informe del Consejo General del Poder Judicial, para adaptarla a las nuevas necesidades.

2. La revisión de la planta de los juzgados y tribunales podrá ser instada por las comunidades autónomas
con competencia en materia de Justicia para adaptarla a las necesidades de su ámbito territorial.

CAPÍTULO II

De la división territorial en lo judicial

Artículo 30.

El  Estado  se  organiza  territorialmente,  a  efectos  judiciales,  en  Municipios,  Partidos,  Provincias  y
Comunidades Autónomas.
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Artículo 31.

El municipio se corresponde con la demarcación administrativa del mismo nombre.

Artículo 32.

1. El partido es la unidad territorial integrada por uno o más municipios limítrofes, pertenecientes a una
misma provincia.

2.  La  modificación  de  partidos  se  realizará,  en  su  caso,  en  función  del  número  de  asuntos,  de  las
características de la población, medios de comunicación y comarcas naturales.

3. El partido podrá coincidir con la demarcación provincial.

Artículo 33.

La provincia se ajustará a los límites territoriales de la demarcación administrativa del mismo nombre.

Artículo 34.

La Comunidad Autónoma será el ámbito territorial de los Tribunales Superiores de Justicia.

Artículo 35.

1.  La  demarcación  judicial,  que  determinará  la  circunscripción  territorial  de  los  órganos  judiciales,  se
establecerá por ley o, en los casos expresamente contemplados en esta norma, por real decreto.

2. A tal fin, las Comunidades Autónomas participarán en la organización de la demarcación judicial de sus
territorios respectivos, remitiendo al Gobierno, a solicitud de éste, una propuesta de la misma en la que
fijarán los partidos judiciales.

3.  El  Ministerio  de  Justicia,  vistas  las  propuestas  de  las  Comunidades  Autónomas,  redactará  la
correspondiente disposición normativa, que será informada por el Consejo General del Poder Judicial en el
plazo de dos meses.

4.  Emitidos  los  precitados  informes,  el  Gobierno  procederá  a  la  tramitación  del  oportuno  proyecto
normativo.

5. La demarcación judicial será revisada cada cinco años o antes si las circunstancias lo aconsejan, mediante
ley elaborada conforme al procedimiento anteriormente establecido.

6. Las Comunidades Autónomas, previo informe del Consejo General del Poder Judicial, determinarán, por
ley, la capitalidad de los partidos judiciales.

Artículo 36.

La  creación  de  Secciones  y  Juzgados  corresponderá  al  Gobierno  cuando  no  suponga  alteración  de  la
demarcación judicial, oídos preceptivamente la Comunidad Autónoma afectada y el Consejo General del
Poder Judicial.

Artículo 37.

1.  Corresponde  al  Ministerio  de  Justicia  o  al  órgano  competente  de  la  comunidad  autónoma  con
competencias  en materia  de  justicia  proveer  a  los  juzgados y tribunales  de los medios  precisos  para  el
desarrollo de su función con independencia y eficacia.
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2. A tal efecto, el Consejo General del Poder Judicial remitirá anualmente al Ministerio de Justicia o al órgano
competente de la comunidad autónoma con competencias en materia de justicia una relación circunstanciada
de las necesidades que estime existentes.

TÍTULO III

De los conflictos de jurisdicción y de los conflictos y cuestiones de competencia

CAPÍTULO I

De los conflictos de jurisdicción

Artículo 38.

1. Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales y la Administración serán resueltos por un
órgano colegiado constituido por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por cinco vocales,
de  los  que  dos  serán  Magistrados  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-Administrativo  del  Tribunal  Supremo,
designados  por  el  Pleno  del  Consejo  General  del  Poder  Judicial,  y  los  otros  tres  serán  Consejeros
Permanentes de Estado, actuando como Secretario el de Gobierno del Tribunal Supremo.

2. El Presidente tendrá siempre voto de calidad en caso de empate.

Artículo 39.

1.  Los conflictos  de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales  de cualquier orden jurisdiccional  de la
jurisdicción  ordinaria  y  los  órganos  judiciales  militares,  serán  resueltos  por  la  Sala  de  Conflictos  de
Jurisdicción, compuesta por el Presidente del Tribunal Supremo, que la presidirá, dos Magistrados de la Sala
del Tribunal Supremo del orden jurisdiccional en conflicto y dos Magistrados de la Sala de lo Militar, todos
ellos designados por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial. Actuará como Secretario de esta Sala el
de Gobierno del Tribunal Supremo.

2. El Presidente tendrá siempre voto de calidad en caso de empate.

Artículo 40.

Anualmente  se  renovarán  los  componentes  de  los  órganos  colegiados  decisorios  previstos  en  los  dos
artículos anteriores.

Artículo 41.

El planteamiento, tramitación y decisión de los conflictos de jurisdicción se ajustará a lo dispuesto en la ley.

CAPÍTULO II

De los conflictos de competencia

Artículo 42.

Los  conflictos  de  competencia  que  puedan  producirse  entre  Juzgados  o  Tribunales  de  distinto  orden
jurisdiccional, integrados en el Poder Judicial, se resolverán por una Sala especial del Tribunal Supremo,
presidida por el Presidente y compuesta por dos Magistrados, uno por cada orden jurisdiccional en conflicto,
que serán designados anualmente por la Sala de Gobierno. Actuará como Secretario de esta Sala especial el
de Gobierno del Tribunal Supremo.
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Artículo 43.

Los conflictos de competencia, tanto positivos como negativos, podrán ser promovidos de oficio o a instancia
de parte o del Ministerio Fiscal, mientras el proceso no haya concluido por sentencia firme, salvo que el
conflicto se refiera a la ejecución del fallo.

Artículo 44.

El orden jurisdiccional penal es siempre preferente. Ningún Juez o Tribunal podrá plantear conflicto de
competencia a los órganos de dicho orden jurisdiccional.

Artículo 45.

Suscitado el conflicto de competencia en escrito razonado, en el que se expresarán los preceptos legales en
que se funde, el Juez o Tribunal, oídas las partes y el Ministerio Fiscal por plazo común de diez días, decidirá
por medio de auto si procede declinar el conocimiento del asunto o requerir al órgano jurisdiccional que esté
conociendo para que deje de hacerlo.

Artículo 46.

1.  Al  requerimiento  de  inhibición  se  acompañará  testimonio  del  auto  dictado  por  el  Juez  o  Tribunal
requirente, de los escritos de las partes y del Ministerio Fiscal y de los demás particulares que se estimen
conducentes para justificar la competencia de aquél.

2. El requerido, con audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes por plazo común de diez días, dictará auto
resolviendo sobre su competencia.

Artículo 47.

1.  Si  no  se  accediere  al  requerimiento,  se  comunicará  así  al  requirente  y  se  elevarán  por  ambos  las
actuaciones a la Sala de Conflictos, conservando ambos órganos, en su caso, los testimonios necesarios para
cumplir lo previsto en el apartado 2 del artículo 48.

2. La Sala, oído el Ministerio Fiscal por plazo no superior a diez días, dictará auto en los diez siguientes, sin
que  contra  él  quepa  recurso  alguno.  El  auto  que  se  dicte  resolverá  definitivamente  el  conflicto  de
competencia.

Artículo 48.

1. Desde que se dicte el auto declinando la competencia o acordando el requerimiento, y desde que se tenga
conocimiento de este por el Juez o Tribunal requerido, se suspenderá el procedimiento en el asunto a que se
refiere aquél.

2. No obstante, la suspensión no alcanzará a las actuaciones preventivas o preparatorias ni a las cautelares,
cualesquiera  que sean  los  ordenes  jurisdiccionales  en  eventual  conflicto,  que tengan carácter  urgente  o
necesario, o que, de no adoptarse, pudieran producir un quebranto irreparable o de difícil reparación. En su
caso, los Jueces o Tribunales adoptarán las garantías procedentes para asegurar los derechos o intereses de
las partes o de terceros o el interés público.

Artículo 49.

Las resoluciones recaídas en la tramitación de los conflictos de competencia no serán susceptibles de recurso
alguno, ordinario o extraordinario.
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Artículo 50.

1. Contra la resolución firme en que el órgano del orden jurisdiccional indicado en la resolución a que se
refiere el apartado 6 del artículo 9 declare su falta de jurisdicción en un proceso cuyos sujetos y pretensiones
fuesen los mismos, podrá interponerse en el plazo de diez días recurso por defecto de jurisdicción.

2. El recurso se interpondrá ante el órgano que dictó la resolución, quien, tras oír a las partes personadas, si
las hubiere, remitirá las actuaciones a la Sala de Conflictos.

3. La Sala reclamará del Juzgado o Tribunal que declaró en primer lugar su falta de jurisdicción que le remita
las actuaciones y, oído el Ministerio Fiscal por plazo no superior a diez días, dictará auto dentro de los diez
siguientes.

CAPÍTULO III

De las cuestiones de competencia

Artículo 51.

1.  Las  cuestiones  de  competencia  entre  Juzgados  y  Tribunales  de  un  mismo  orden  jurisdiccional  se
resolverán  por  el  órgano  inmediato  superior  común,  conforme  a  las  normas  establecidas  en  las  leyes
procesales.

2.  En  la  resolución en  que  se  declare  la  falta  de  competencia  se  expresará  el  órgano que  se  considere
competente.

Artículo 52.

No podrán suscitarse cuestiones de competencia entre Jueces y Tribunales subordinados entre sí. El Juez o
Tribunal Superior fijará, en todo caso, y sin ulterior recurso, su propia competencia, oídas las partes y el
Ministerio Fiscal por plazo común de diez días. Acordado lo procedente, recabarán las actuaciones del Juez o
Tribunal inferior o le remitirán las que se hallare conociendo.

Febrero 2023
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